Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos.) 


-La Subcomisión para el estudio del proyecto de ley por el que se modifica el régimen de 
fortalecimiento de la transparencia pública -que la Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
ha formado para poder cumplir con algunos plazos que tenemos como país- da la bienvenida al 
Presidente de la Junta de Transparencia y Ética Pública, doctor José Pedro Montero, y al vocal, doctor 
Carlos Soares de Lima. 


Hemos venido avanzando en el estudio de las modificaciones que la Jutep ha propuesto. 
Esta Subcomisión ya ha acordado -pero todavía no ha votado- el artículo 1%, el artículo 2% -que es la 
sustitución del texto del artículo 4% de la Ley N* 17.060- con algunos cambios, y también el artículo 3", 
que modifica los artículos 12, 13, 15, 16, 17 y 19 de la Ley N* 17.060.También hemos avanzado en la 
consideración de los artículos 11, 12 y 13. 


Hemos resuelto trabajar de esta manera dado que tenemos algunas inquietudes y queremos 
intercambiar opiniones sobre ciertos puntos de la propuesta, a los efectos de perfeccionar el texto para 
que pase a la Comisión de Constitución y Legislación -que, además, tiene a estudio la reforma del 
Código del Proceso Penal, que es muy engorrosa- con un acuerdo general que permita votarlo 
rápidamente. 


Si los integrantes de la Jutep no desean hacer una presentación más general, podríamos ir 
planteando algunas de las dudas que surgieron en la Subcomisión. 


(Apoyados.) 


-Respecto al artículo 4%, estuvimos discutiendo sobre la conveniencia de hacer alguna 
modificación. El tercer párrafo de este artículo dice: “El Presidente de la República, en acuerdo con el 
Consejo de Ministros, podrá destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de la 
Cámara de Senadores”. Algunos Senadores señalaban que sería conveniente hacer mención al 
artículo 198 de la Constitución de la República, que fija el procedimiento para la destitución. En 
realidad, esta norma tiene esta redacción desde la creación de la Junta, pero nos gustaría que nos 
dieran su opinión sobre este tema. 


Por otro lado, hemos hecho algunas modificaciones a la redacción del proyecto de ley, por 
ejemplo, en el literal C) que figura en la página 6 del comparativo. A su vez, postergamos el estudio del 
literal D) porque estuvimos discutiendo largo y tendido sobre el concepto “Administrar el sistema de 
declaraciones juradas”. Nos parecía que debíamos encontrar un verbo que tuviera un significado un 
poco más limitado que “administrar”, porque la administración -según opinión de varios miembros de 
esta Comisión- abarca mucho. Hubo sugerencias en cuanto a sustituirlo por “controlar”, “custodiar” o 
“recibir”, pero la posición mayoritaria se inclinó por el verbo “controlar”, más que por “administrar”. 


Continuamos avanzando y nos surgieron algunas dudas, pero existe mayoría como para 
eliminar determinadas partes. Por ejemplo, en el numeral 3 del artículo 4%, que figura en la página 11 
del texto comparativo -estamos trabajando con la columna de la derecha- se dice: “En el cumplimiento 
de sus cometidos, la JUTEP podrá relacionarse con Organismos internacionales o extranjeros con 
referencia a la materia de su competencia y establecer vínculos de cooperación con organizaciones 
representativas de la sociedad civil a los efectos de aunar esfuerzos para fortalecer la participación 
social en la lucha contra la corrupción”. Aquí se nos plantearon algunas dudas con respecto a qué se 


quiere decir con “organizaciones representativas de la sociedad civil” y a cuál es su grado de 
representatividad. Para ello planteamos una redacción un poco más restrictiva. 


Por su parte, en la página 12 se expresa: “Las denuncias que se presentaren ante la JUTEP 
por situaciones vinculadas a hechos de corrupción, no podrán ser objeto de calificación por dicho 
órgano. Deberán ser inmediatamente cursadas a la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación”. Teníamos la intención de terminar el inciso allí y eliminar lo que sigue: “No obstante, la JUTEP 
podrá cursar noticia al organismo involucrado a los efectos de que se adopten por el mismo las 
medidas que administrativamente correspondan”. 


Asimismo, tuvimos dudas con respecto al tema del soporte electrónico. Concretamente, 
queríamos saber cuál es el alcance de ello y qué grado de certeza hay sobre la inviolabilidad de la 
información. 


Cuando se refiere al contenido de las declaraciones, se dice que “deberá incluirse la 
participación que posean en sociedades nacionales o extranjeras, con o sin personería jurídica, así 
como deberá relacionarse aquellas sociedades en las que desempeñen el cargo de director o gerente”. 
Nosotros querríamos terminar el inciso allí, ya que luego dice: “debiéndose en este caso adjuntar copia 
del último balance”. Nos parece que pedir un balance a una empresa que poco tiene que ver con la 
actividad pública, por más que uno de sus integrantes desempeñe una función pública, es un tanto 
excesivo. 


Por otra parte, nos surgió una gran duda -esto fue sobre lo que más se discutió- con respecto 
a que “El obligado deberá establecer en la carátula un resumen del promedio mensual de sus ingresos 
de los últimos 12 meses y de los totales de su activo y pasivo patrimonial, incluyendo su cuota parte en 
la sociedad conyugal o concubinaria de bienes en su caso. Esta última información” -continúa el 
proyecto- “estará disponible a requerimiento escrito de cualquier interesado en el caso de las 
autoridades referidas en el artículo 10 y literal 'A' del artículo 11, así como en el de los Directores de 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de 
la República”. Como señalé, nosotros tenemos algunas dudas porque nos imaginamos parte de la 
casuística y muchos Senadores -o algunos- pensamos en la conveniencia de que la declaración 
jurada sea pública, porque dar solo el monto del pasivo y del activo -o sea, de un patrimonio, 
incluyendo el activo y el pasivo- podría dar lugar a situaciones, no ya difíciles de explicar, pero sí 
engorrosas. Una cosa es tener una cifra fija respecto del patrimonio y otra acceder a la evolución de 
ese patrimonio. Reitero que hablamos e intercambiamos opiniones sobre las dificultades que aparejaría 
una situación de esa naturaleza y por eso nos gustaría que los invitados hicieran algún comentario al 
respecto. 


Por otra parte, pensamos en incorporar algún artículo que haga referencia a los Intendentes, 
Alcaldes y Jefes de Policía, aunque no es un tema tan importante. 


Hicimos algunas otras modificaciones como, por ejemplo, en qué momento se deben abrir las 
declaraciones juradas, y discutimos sobre la expresión del literal B), que establece: “Por resolución 
fundada de la Justicia Penal”. Entendimos que debería decir “Por resolución fundada del Poder 
Judicial”, que es más abarcativo. 


Avanzamos hasta ese punto en el análisis de este proyecto de ley. Quizás esto resulte un 
poco engorroso porque trabajamos con un material y, quienes nos visitan, con uno diferente. 


SEÑOR MONTERO.- No hay problema, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ninguno de los señores Senadores quiere agregar algún comentario, 
damos la palabra a los representantes de la Junta de Transparencia y Etica Pública. 


SEÑOR MONTERO.- Antes de comenzar, agradecemos a la Subcomisión por recibirnos nuevamente 
para tratar este tema que para nosotros es de importancia, y dejamos expresa constancia de que los 
señores Senadores son los que mandan, es decir, son ellos quienes van a decidir sobre este proyecto 


de ley. Por más argumentos que demos, si no los podemos convencer, los señores Senadores podrán 
decidir sacar de la carátula el resumen y así será. Nosotros no nos vamos a oponer ni a hacer ninguna 
campaña publicitaria en contra; los señores Senadores son los Legisladores y los que sancionan las 
leyes. 


Sí vamos a tratar de explicar -el doctor Soares de Lima y quien habla- porqué están 
planteados estos asuntos, siguiendo por el orden marcado por la Comisión a través de su Presidente. 


En cuanto a la destitución de los miembros de la Junta, la Comisión sugería la inclusión del 
régimen del artículo 198. No tenemos ninguna oposición al respecto. Nos parece perfecto, porque 
creemos que aclara y soluciona cualquier problema de futuro. 


Por otro lado, con respecto al literal D) del numeral 2 del artículo 4“, relativo a las 
competencias de la Junta, se planteó sustituir la palabra “administrar” por “controlar”. Debemos decir 
que el término “administrar” abarca más la función que cumple la Junta, porque esta no solo controla si 
los funcionarios hicieron la presentación de la declaración jurada o no, sino que hace los ingresos y 
manda la información a todas las oficinas. Por ejemplo, todos los años envía a las oficinas la fecha de 
vencimiento que cada uno de los obligados tiene para hacer la presentación. Asimismo, la Junta 
mantiene los archivos y después de cinco años del cese de un funcionario, si este no requiere la 
información, la entrega. Nuestra tarea va más allá que simplemente controlar si el funcionario obligado 
cumplió o no cumplió, y esta palabra “administrar” fue puesta en ese sentido. No se trata de poder 
disponer de la información, sino que simplemente la administra de acuerdo a lo que la ley establece. Si 
la Junta solo controlara, se limitaría mucho en este aspecto. Se seguirá funcionando igual, pero creo 
que no es la palabra adecuada. Insisto, entonces, en la palabra “administrar”. 


Como dije al principio, si los señores Senadores entienden que es mejor el término 
“controlar”, no habrá problemas, nos manejaremos con esa expresión, pero hago hincapié en el sentido 
mencionado. 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- En algunas oportunidades hemos recibido oficios de la Justicia no 
competente solicitando el contenido de las declaraciones juradas. Esto conlleva una sintonía fina, en el 
sentido de que a veces en el interior, por ejemplo, creo que todavía hay Juzgados con competencia 
compartida. Entonces, hay que apuntar a que quien lo pida lo haga en naturaleza de función penal. La 
idea es que la solicitud no sea planteada, por ejemplo, por un Juzgado de Familia, como nos sucedió 
en algún caso, o por la Justicia de Menores. Debe ser estrictamente la Justicia Penal la que la haga y 
para determinados tipos de delitos. A veces sucede que la Justicia Penal no lo tiene determinado, 
porque está en el presumario, pero igualmente nos solicitan las declaraciones juradas. Por eso 
aprobamos en determinado momento una resolución, que se le comunicó al Poder Judicial, pidiendo 
que se aclarara a los Juzgados que solo pueden realizar la solicitud en ocasión de ser competencia de 
naturaleza penal cuando se trata de un Juzgado con competencias de materia compartida. Creo que 
de esta forma ha funcionado mejor, por lo menos en cuanto al relacionamiento. Y todo esto forma parte 
de ese concepto de administración al que hacía referencia el doctor Montero. 


Quería poner esto a modo de ejemplo, porque esa casuística hace a la fragilidad de este 
tema, en el que hay que ser muy riguroso. 


SEÑOR PASQUET.- La expresión que me llama la atención aquí es “el sistema”. Concretamente, se 
habla de administrar el sistema de declaraciones juradas. Uno piensa que cada declaración jurada es 
absolutamente independiente de todas las demás y no advierte la vinculación que pueda haber entre 
ellas y que justifique hablar de “sistema”. Pero de pronto nuestros invitados están manejando otro 
concepto y creo que es la ocasión para pedirles que nos expliquen el punto. 


SEÑOR MONTERO.- En realidad se habla de “sistema” como de una unidad, de un todo, que incluye 
la apertura, la destrucción, el resguardo, etcétera. Nosotros tenemos guardadas las declaraciones en 
una bóveda cerrada, contra incendios, etcétera. Entonces, todo esto implica un verdadero sistema, 
partes de un todo que se manejan en forma conjunta. La administración que realiza la Junta se hace en 
todo un conjunto de funciones, que implican las declaraciones e incluso otro tipo de información. Hay 


que tener en cuenta que se realizan cuatro, cinco o seis consultas telefónicas por día a la Sección 
Declaraciones Juradas. En otras oportunidades las consultas vienen por escrito; mañana, por ejemplo, 
tenemos dos en consideración. En esas instancias nuestra Asesoría Jurídica informa, etcétera. Pero 
hay toda una serie de aspectos que encierra la administración de las declaraciones jurídicas; por eso 
se utiliza la palabra “sistema”, que me parece es la que más se ajusta. 


SEÑOR PASQUET.- Le agradezco por la aclaración. 


SEÑOR MONTERO.- Posteriormente se establece: “En el cumplimiento de sus cometidos, la JUTEP 
podrá relacionarse con Organismos internacionales o extranjeros con referencia a la materia de su 
competencia”. Eso es lo que estamos haciendo y por lo cual estamos reunidos. Por ley, la Junta es la 
que participa tanto en la Convención de la OEA como en la Convención de las Naciones Unidas. 


En cuanto a las organizaciones de la sociedad civil, es uno de los aspectos que más 
requieren, tanto la OEA como las Naciones Unidas. En estos momentos, tanto en una como en otra 
Convención, hay un día en que se recibe a la sociedad civil. Es más, acabamos de enviar a Naciones 
Unidas la lista de organizaciones de la sociedad civil a las que les gustaría ser invitadas para la reunión 
de julio del año próximo. Se fija un día especial de la semana con esa finalidad, que es el miércoles. En 
nuestro caso, trabajamos con las organizaciones civiles. Por ejemplo, en este momento estamos en 
tratativas para acordar una reunión conjunta con Uruguay Transparente y también mantuvimos 
contactos con CAinfo, que es el Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública. Otro ejemplo 
que solemos poner es el acuerdo entre la Dirección Nacional de Aduanas y la Asociación de 
Despachantes de Aduana del Uruguay para elaborar un código de ética, donde solicitaron nuestro 
asesoramiento. Este último fue el ejemplo que pusimos de trabajo con la sociedad civil, que es un 
aspecto al que le dan mucha importancia. 


SEÑOR ROSADILLA.- En primer lugar, quiero saludar de manera formal a las autoridades de la Jutep. 


Tenemos cierta preocupación con respecto a la siguiente expresión: “En el cumplimiento de 
sus cometidos, la Jutep podrá relacionarse con Organismos internacionales o extranjeros con 
referencia a la materia de su competencia y establecer vínculos de cooperación con organizaciones 
representativas de la sociedad civil a los efectos de aunar esfuerzos para fortalecer la participación 
social en la lucha contra la corrupción”. Creemos que abarca una amplia gama de posibilidades y 
supone, además, que la propia Junta deberá determinar cuáles sociedades son representativas y 
cuáles no lo son. Entonces, cuando se habla de representatividad ¿en relación a qué se lo hace? 
¿Quiénes la pueden requerir? Ustedes nos informaban que hay un conjunto de organizaciones de la 
sociedad civil que están proponiéndose para participar en eventos de esta naturaleza, pero nos parece 
que la redacción es un poco vaga porque quién es capaz, luego, de establecer la representatividad de 
quién. ¿Cuál es el límite y qué abarca? Por tanto, nos gustaría conocer su opinión al respecto. Aclaro 
que no lo digo en el sentido de delimitar la participación de la sociedad civil sino porque una 
organización puede ser efectivamente representativa de la sociedad civil o puede ser un mero sello y 
no representar más que a su propios directivos. 


SEÑOR MONTERO.- La expresión “representativa de la sociedad civil” no significa que represente a la 
sociedad en sí sino que se trata de organizaciones civiles con cierto reconocimiento dentro de ésta y, 
por tanto, representativas. En el capítulo de transparencia internacional, estamos hablando, por 
ejemplo, de Uruguay Transparente, del Instituto de Comunicación y Desarrollo, y de CAinfo, que son 
organizaciones con cierto peso. Ahora, la denominación “representativas de la sociedad civil” es un 
poco como la del “interés general”, que en Derecho se dice que es un término jurídico indeterminado 
porque, ¿qué es el interés general? Muchas veces legislamos por interés general pero es algo que 
luego hay que definir. Me parece que esta norma tiene que ver con la Ley N* 16.060, que siempre se 
manejó con prudencia. Quizás esto tomó un poco más de vuelo el año pasado y en este porque las 
organizaciones internacionales -como la OEA y Naciones Unidas- a través del Mecanismo de 
Seguimiento de la Implementación de la Convención, MESICIC. Y los grupos de revisión y de 
prevención de las Naciones Unidas, tomaron en cuenta la existencia de las sociedades civiles. Fíjese, 
señor Senador, que en junio de 2012, hubo unas exposiciones en las que se buscaba la participación, 
ya no de sociedades, sino de las personas. Entonces, se hablaba de la importancia que tiene la mujer - 
la esposa, la señora- en la educación de sus hijos en relación con la lucha contra la corrupción. Otro de 


los temas que se han planteado en la Junta es el de poder complementar con la Enseñanza Primaria la 
posibilidad de dar charlas allí o, a través de las ceibalitas, crear juegos interactivos contra la corrupción, 
que es lo que estamos tratando de hacer. Entonces, el señor Senador puede estar tranquilo de que el 
hecho de expresarse acá la sociedad representativa o civil, se ha manejado con mucha ponderación, 
no ha habido problemas. Además, no se trata de que represente a toda la sociedad, sino que son 
sociedades que han demostrado, a lo largo de los años en nuestro país, su competencia en los temas 
que están tratando. Por ejemplo, nadie va a dudar que lelsur sea una sociedad civil representativa por 
el trabajo que ha hecho. Creo que esta es una explicación que puede aclarar el tema. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero establecer con toda claridad que el enfoque que quería dar con relación 
a esta frase no iba dirigido hacia algún tipo de actividad conocida, porque en realidad nos estamos 
informando. No cuestionaba lo que eventualmente ya han hecho, sino que creo que nos genera cierta 
indeterminación que, por lo menos, a mi juicio existía. Digo esto porque, por ejemplo, yo puedo decir 
que comparto las expresiones que nuestro invitado ha expuesto sobre diversas organizaciones, pero 
mañana puede aparecer otra no compartible. Entonces, me gustaría saber cómo se resuelve esa 
situación con una frase si alguien se presenta como representante de la sociedad civil. No quiero aludir 
a nadie, pero entre nosotros podríamos acordar quiénes lo son. Entonces, ¿con qué mecanismos se 
limita? Reitero que mi pregunta no tenía vínculo con ningún hecho concreto ya acaecido, sino en 
función de lo que podía suceder en una instancia futura. 


SEÑOR MONTERO.- No existe un protocolo, pero fuimos nombrados por nuestra reconocida 
experiencia y solvencia profesional y moral. Creemos que estamos capacitados como para resolver si 
se trata o no de algo con representatividad, aunque, por supuesto, no hay nada escrito. Si mañana los 
tres miembros que integramos la Junta cambian y vienen tres sátrapas a hacer cualquier disparate, no 
podemos brindar garantías. Sin embargo, quiero dar la seguridad de que lo que estamos realizando 
está encuadrado dentro de lo normal y, reitero, lo manejamos con organismos que son reconocidos 
hace años y no con cualquiera. 


SEÑOR PASQUET.- Simplemente quiero señalar una alternativa posible a esta expresión 
“organizaciones representativas”. Quizás pudiera pensarse también en “organizaciones de idoneidad 
acreditada” o en “organizaciones de dedicación y competencia acreditadas”, porque la 
representatividad, de algún modo, refiere a la legitimación para hablar en nombre de otros a quienes se 
representa y eso tal vez no sea tan fácil de demostrar. A veces, suele utilizarse ese giro cuando se 
habla de organizaciones sindicales más representativas, porque hay que elegir a unas en desmedro de 
otras y, por tanto, se busca la representatividad, pero en este caso no se trataría de elegir a una para 
desplazar a otras sino de interactuar con quienes demuestren seriedad, competencia e idoneidad, es 
decir con quienes tienen un interés serio, legítimo y respetable para, por ejemplo, acceder a una cierta 
información o ser oídos por la Junta para formular determinados planteamientos. Entonces, me parece 
que la referencia podría hacerse, no a la representatividad, sino a la idoneidad. 


SEÑOR MONTERO.- Compartimos la idea; nos parece bien y creo que eso solucionaría el problema. 


SEÑOR GALLINAL. En realidad, pensaba hacer una referencia conjunta a todos los temas que ha 
planteado el Presidente. Creo que con muy buen criterio ha definido claramente cuáles son las dudas o 
eventuales discrepancias que podemos tener. 


Sin embargo, ya que estamos en este tema, quiero expresar muy claramente que discrepo 
totalmente con la redacción por considerarla absolutamente inapropiada. Me parece que está bien -así 
tiene que ser- que tengan un relacionamiento permanente con los organismos internacionales, porque 
eso les va a permitir recoger la experiencia de otros países y facilitar la incorporación de normas o de 
acciones que ayuden en la lucha contra la corrupción, pero creo que es demasiado abstracto hablar de 
las organizaciones representativas de la sociedad civil. En primer lugar, quizás, en el día de mañana, 
las organizaciones que se han nombrado puedan caer en desgracia o politizarse; ojalá que no. En 
segundo término, muchas veces estas organizaciones pueden depender del jerarca de turno. En tercer 
lugar, en realidad, la participación social en la lucha contra la corrupción es lo que estamos definiendo. 
Este trabajo que nosotros estamos realizando a iniciativa de ustedes es la participación social en la 
lucha contra la corrupción. ¿Por qué? Nosotros estamos sometidos al mismo sistema jurídico que 
cualquier ciudadano -excepto en lo que tiene que ver con los fueros, que es una circunstancia muy 


especial-; tenemos las mismas limitaciones, las mismas prohibiciones y los mismos derechos. Ahora 
bien, hay una prédica de tratar de hacer lo más transparente posible la acción de los gobernantes de 
manera tal que la ciudadanía se sienta protegida y garantizada, no solamente respecto a la lucha 
contra la corrupción sino también en cuanto a que quienes gobiernan al país -sean Gobierno o sean 
oposición, estén en cargos parlamentarios o ejecutivos- tengan un estatuto en función del cual se 
sientan más observados y que haya mayor facilidad de acceder a toda la información que los involucra. 
Entonces, siguiendo esa línea, es que nace la Jutep y que ustedes vienen ejerciendo sus cargos en 
forma muy seria y con absoluta responsabilidad. 


Cuando vamos avanzando en la legislación vamos ampliando la participación social ya que la 
gente tendrá garantías de que ante eventuales circunstancias se puede acceder a determinada 
información. Hoy les toca a ustedes estar en ese Directorio, pero mañana no sabemos a quienes les va 
a tocar; obviamente, confiamos en que el sistema sabrá elegir. 


Por tanto, yo no comparto esa posición. Me parece que la participación de la sociedad civil 
está, por ejemplo, en la creación del instituto, en el trabajo que ustedes desarrollan, en la aprobación 
de las leyes que estamos realizando, pero no en un involucramiento de esas características porque, 
además, hoy la sociedad civil se está organizando de mil maneras diferentes. 


Actualmente hay un desarrollo impactante de las ONG, que muchas veces cumplen una 
función muy importante en la sociedad. Sin embargo, otras veces, no. Algunas veces están 
absolutamente politizadas, subvencionadas por organismos internacionales que tienen un perfil y un 
sesgo ideológico. Es por esa razón que me parece que hay que tener mucho cuidado. A su vez, quiero 
señalar que estoy dispuesto a seguir avanzando. 


Por otro lado, quisiera aclarar otro aspecto porque el Presidente de la Jutep, con mucha 
cortesía, nos ha dicho que, en definitiva, somos nosotros los que decidimos. En realidad, más que 
nosotros -que somos los rostros de la Comisión o del Parlamento- es el Poder Legislativo; no nosotros. 
Nosotros somos asesores del Cuerpo para recorrer un camino u otro. 


Tanto la labor que realizan ustedes como la que efectuamos nosotros  -sobre todo cuando 
empezamos a legislar en esta materia- está más que nada pensada hacia el futuro. Queremos 
perfeccionar los mecanismos de contralor y de lucha contra la corrupción. Ustedes reclaman 
determinados instrumentos. Nosotros queremos generar la mayor cantidad de instrumentos posibles 
para que, efectivamente, esa realidad se desarrolle. Pero no lo hacemos pensando en nuestros 
intereses. Y, teóricamente, en este tipo de discusión -que hasta ahora ha sido así- no se presentan 
diferencias ideológicas. 


Cuando discutimos este tema aquí, no pesa -como lo hace, y mucho, en otros tantos asuntos- 
que el señor Senador Rosadilla sea del Frente Amplio, que el señor Senador Pasquet sea del Partido 
Colorado y que el señor Senador Da Rosa sea del Partido Nacional. En este tema ya no pesa tanto. 
¿Por qué? Porque tenemos un objetivo común y creo que todos recorremos el mismo camino. 


Además, quiero decir que tengo otras dos objeciones para comentar, que para mí son tan 
graves como esta, y sobre las que hablaremos después porque veo que vamos llevando un orden. 


Pero me parece también, que de la misma manera en que ponemos la lupa sobre el sistema 
político, cada vez le damos más facultades a la Jutep en este caso y más posibilidades a la sociedad 
civil «organizada o no- para saber de todos estos temas. Debemos tener cuidado de no pasarnos de la 
raya, no sea cosa que en el día de mañana se vuelva en contra -no de nosotros- sino de la 
transparencia del sistema y, además, arbitrar mecanismos porque va a haber gente que va a querer 
abusar de ellos. ¿Por qué? Por el sesgo político, por ejemplo, que lo hemos visto tantas veces a lo 
largo de la historia y de los más diferentes extremos. 


Es por eso, señor Presidente, que quería dejar esta constancia. Yo no veo que me sirva 
ninguna redacción con respecto a este tema porque para mí ya está el contralor de la organización 
civil. Es por esa razón que quisiera andar con pies de plomo cuando avancemos en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, estamos recogiendo todas las opiniones. Después se dirimirá 
por los mecanismos habituales que tiene el Poder Legislativo. 


SEÑOR MONTERO.- Con respecto a este último tema, quisiera hacer una sola aclaración. Esta norma, 
que creo que es del año 1968, ha sido aplicada sin inconvenientes. Como recién les decía, me parece 
que este tema es muy delicado desde el punto de vista político, y me refiero a política, no a política 
partidaria. La corriente que hay en los organismos internacionales, a la que hacía referencia hace unos 
instantes, tiene que ver con hacer lugar a las sociedades civiles, a los organismos de la sociedad civil. 


Les comentaba anteriormente que los días miércoles, tanto en la OEA como en las Naciones 
Unidas, se dedican a escuchar a la sociedad civil. Por tanto, lo que puedo vaticinarles es que, si esto 
se saca de la cuestión, en la próxima reunión el Uruguay va a ser observado por no dar participación a 
la sociedad civil. Esa situación debe ser valorada políticamente; es una situación política en la que 
nosotros, con respecto a ese tema, no intervenimos para nada. Quiero dejar en claro que tal vez esa 
sea una de las observaciones que se nos puedan hacer, como también lo fue la relativa a la retención 
de esta norma, que desde febrero de 2011 está radicada en la Comisión, pero aún no había sido 
tratada. Se nos observó dos veces porque Uruguay no había dado andamiento al proyecto de ley 
sobre el fortalecimiento de la transparencia pública. Estoy seguro de que si eliminamos la participación 
de la sociedad civil, vamos a ser observados, sobre todo por la importancia que se le está dando al 
tema en este momento. Reitero que se trata de un tema político en el que nosotros no intervenimos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que es al revés; creo que son los integrantes de la Junta de Transparencia 
y Ética Pública quienes deberían observar a la OEA por venir detrás de nosotros, que tenemos a la 
Jutep y estas leyes. De los países que integran esas organizaciones, somos uno de los que tienen 
menor índice de corrupción. 


Por otro lado, con ese criterio no podemos discutir nada más; se acabó el tema aquí. 
¿Tenemos que aprobar esto porque la OEA nos va a observar? ¿Por qué nos va a observar? ¿Con qué 
derecho lo va a hacer? ¿Qué obligación tenemos nosotros de cumplir con algunas de las sentencias 
que últimamente están apareciendo? ¿También tenemos que subirnos a esa moda? Personalmente, le 
haría la observación a la OEA de que Uruguay en esa materia está mucho más adelantado. 


Pido disculpas al doctor Montero, pero con lo que nos ha dicho ya no podemos seguir 
avanzando en esto. Estamos condenados. Tenemos que continuar con las organizaciones de la 
sociedad civil y será cada uno de los directorios de la Jutep el que decida. Hoy son los aquí presentes, 
en quienes tenemos total confianza; mañana será al que le toque. 


SEÑOR MONTERO.- La obligación que tenemos con la OEA y con las Naciones Unidas es que 
Uruguay suscribió una convención; sugirió y aceptó en Doha el mecanismo de seguimiento, y aceptó y 
siguió las directrices de las Naciones Unidas. Entonces, si Uruguay suscribió esos documentos, está 
obligado a cumplir con ellos, con lo que establece el mecanismo de seguimiento y con las directrices 
de las Naciones Unidas. Por ejemplo, las Naciones Unidas nos están pidiendo -aspecto sobre el que 
siempre nos observan- que adoptemos las recomendaciones sobre el enriquecimiento ilícito, tema del 
que muchas veces hemos hablado y que necesita aprobación. Cada vez que vamos, se nos observa 
por no haberlo resuelto. Personalmente, estoy absolutamente en contra de ese delito por la forma en 
que ha sido redactado por las Naciones Unidas. 


Si el señor Presidente me lo permite, me gustaría contar a los señores Senadores que en la 
OEA, Belice realizó una redacción de forma distinta a la establecida por la Convención. Junto con el 
Secretario General peleamos a muerte para que la OEA la aceptara. La resolución fue -aquí le doy la 
razón al señor Senador Gallinal- la siguiente: Belice ha cumplido con su obligación, pero cuando 
pueda, la cambia y la realiza como lo estipula la Convención. Con esto quiero demostrar que se dan 
ese tipo de situaciones. Por lo tanto, si estamos firmando documentos, estamos obligados a funcionar 
de la forma que ellos determinan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda esta información es muy útil para el debate y para la resolución que 
luego adoptaremos. 


Si no hay inconveniente, podemos seguir considerando el articulado. El literal A) del numeral 
4, denominado “Procedimiento”, dice: “Las denuncias que se presentaren ante la JUTEP por 
situaciones vinculadas a hechos de corrupción, no podrán ser objeto de calificación por dicho órgano. 
Deberán ser inmediatamente cursadas a la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación.” 
Algunos señores Senadores detectaron alguna inconsistencia respecto al último párrafo de ese literal 
que dice lo siguiente: “No obstante, la JUTEP podrá cursar noticia al organismo involucrado a los 
efectos de que se adopten por el mismo las medidas que administrativamente correspondan.” Como 
decía, algunos señores Senadores habíamos planteado si esto era o no conveniente, porque de 
repente operaba como una alerta hacia alguien que tiene que ser investigado. 


Nos gustaría escuchar la opinión de los invitados al respecto porque habría una mayoría 
importante -no sé si unanimidad- a favor de la eliminación de esa parte del literal. 


SEÑOR MONTERO.- Muchas veces, cuando se presenta una denuncia ante la Jutep, el funcionario 
sigue trabajando en el organismo sin ningún problema. Entonces, la idea es que se sepa que hay una 
denuncia sobre un determinado tema. Si se quiere eliminar la disposición, no tengo inconveniente, 
siempre que quede el inciso siguiente que dice: “Si la denuncia presentada fuere exclusivamente”, 
etcétera. La intención es que el funcionario no continúe trabajando mientras se sustancie en lo penal la 
denuncia presentada. 


SEÑOR PASQUET.- La preocupación que tenemos los integrantes de la Comisión es que si se avisa al 
organismo donde se está produciendo la irregularidad al mismo tiempo que al Ministerio Público, de 
pronto los involucrados, sabiendo que el Ministerio Público podrá eventualmente investigarlos, adoptan 
medidas para dificultar la investigación de hipotéticas irregularidades. En algún caso puede ser 
conveniente que la Jutep llame la atención de algún organismo o señale la necesidad de adoptar 
ciertas medidas correctivas. Pensamos que queda eso cubierto por el numeral 3), que figura en la 
página 10 del comparativo, que dice que la Jutep “podrá comunicarse directamente con todos los 
organismos públicos a los efectos de recibir solicitudes de asesoramiento y prestar el mismo, así como 
para hacer llegar sus iniciativas u observaciones a las autoridades competentes”. Esto brinda suficiente 
sostén para la comunicación que se entienda oportuna, pero no se liga a la comunicación al Ministerio 
Público, porque es allí donde puede producirse el inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 12, que aparece en la página 16 del comparativo, refiere a cuando 
alguien se desempeña en una sociedad. Es la presentación del balance de esa sociedad lo que nos 
planteaba alguna duda respecto a su pertinencia. 


SEÑOR MONTERO.- Este concepto es originario de la ley; hace quince años que se aplica y no ha 
habido problemas. De todas maneras, como dije en un principio, se puede eliminar sin inconveniente. 
Esta idea viene del texto original; no es un agregado propuesto por la Jutep. Desde el año 1998 se 
está aplicando sin ningún problema, aunque a lo mejor nunca se estudió tan a fondo. 


Insisto: si los señores Senadores desean eliminarlo, no hay objeción. No sé cuál es el motivo 
que llevó a que estuviera en la ley; no se me ocurre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría hacer una pregunta. Cuándo se hace la declaración jurada, ¿se 
deben incluir los ahorros que el obligado tiene en la AFAP, que es una cuenta pública de ahorro? 


SEÑOR MONTERO.- Hice la consulta y se me respondió que la ley determina tres cosas que no 
deben estar. Además, se me hizo saber que el ahorro que está en la AFAP es un activo y, por lo tanto, 
debería incluirse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que nunca nadie lo incluyó. 


SEÑOR MONTERO.- No sé si alguien lo hizo alguna vez. La verdad es que nunca me habían 
planteado este tema; cuando el señor Presidente lo hizo, consulté en la oficina. Podría pedirle al señor 
Mancebo que nos haga un informe para que pueda enviárselo. Por eso me parecía conveniente que él 
concurriera hoy para explicar los aspectos técnicos del tema, que no los manejamos. 


SEÑOR DA ROSA..- Pienso que en este tema sería muy importante -más si estamos trabajando en la 
elaboración de un proyecto de ley- establecer con precisión qué elementos deben ser incluidos dentro 
de esa declaración jurada. En la medida en que ello no consta, estoy seguro de que prácticamente 
nadie debe haber hecho figurar el activo que pudo habérsele generado en la AFAP. 


Todos sabemos que en tanto estos temas sean manejados con buena intención o con 
propósitos y objetivos que todos compartimos -como el de combatir la corrupción y todo lo que sea 
ilícito en lo que tiene que ver con la gestión pública- naturalmente no surgen problemas; pero cuando 
esto se presta para otra clase de manejos -el señor Presidente ha vivido personalmente esa situación- 
sabemos que cualquier cosa que no esté prevista expresamente puede servir para que mañana 
alguien, con mala intención, determine que Fulano presentó una declaración jurada falsa porque no 
hizo constar tal elemento. Entonces, me parece que en ese aspecto, debería establecerse con mucha 
precisión el contenido que debe incluirse dentro de la declaración jurada, para que todos sepamos 
claramente cuáles son los aspectos que deben estar preceptivamente establecidos. De lo contrario, 
estamos en un mar de incertidumbre que después puede prestarse para cualquier cosa. 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- La idea cuando se elaboró esta redacción era ajustar el artículo 12 de la 
ley actualmente vigente, para que quedara lo más específico posible. Por ejemplo, como verán, 
aparecen las deudas existentes del período anterior cuya cancelación no se expresa. Esa es una 
forma, indirecta, de inflar la situación que se desprende de la declaración jurada. Entonces, se trató de 
ir explicitando todos los casos, pero muchas veces quedan algunos pendientes, y por eso existen las 
medidas informativas internas de la Junta. Como habrán visto, el formulario de las declaraciones 
juradas va acompañado de un instructivo que dice cuáles elementos hay que expresar y cuáles no. Aun 
así, la casuística siempre presenta dudas a una cantidad de situaciones, como las que en este 
momento estamos expresando, pero esto nos sucede hasta internamente en la propia Junta. Por 
ejemplo, no se sabe si hay que incluir la cuenta bancaria en la que se depositan nuestros ingresos 
mensuales, nuestros salarios. Por eso siempre recomendamos que en el capítulo relativo a 
observaciones -que figura en la declaración jurada- se exprese la intencionalidad que hubo, ya sea 
para omitir o para hacer figurar algo; es la forma de que quede constancia expresa, por lo menos, de la 
voluntad del declarante. 


Todo esto da lugar a una cantidad de situaciones que son inabarcables desde el punto de 
vista del Legislador cuando pretende comprender toda la casuística. Entonces, vamos descendiendo la 
forma de interpretar. Así pasó, por ejemplo, con las denominadas “hijas y nietas”, que son las empresas 
privadas dependientes de organismos públicos. En un momento se hizo una consulta de carácter 
académico para ver si en esas empresas, que son de Derecho Privado pero que en definitiva son 
patrimonio del Estado -o sea que son patrimonio del total- estaban o no comprendidas determinadas 
funciones, y se llegó a la conclusión de que quienes manejan gastos y pagos -es decir, son 
ordenadores de gastos y de pagos- también quedan incluidos en la obligatoriedad de presentar 
declaración jurada. Todo esto hace a la casuística que se va generando, en lo que refiere tanto al 
contenido de la declaración jurada como a quiénes están obligados a presentarla. Se va avanzando en 
todo eso y se trata de que quede todo abarcado desde el punto de vista del Legislador; de todas 
maneras, encontraremos que siempre la realidad es más frondosa y compleja que lo que en teoría 
abarcó el Legislador. 


Quería hacer esa aclaración porque siempre se presentarán cosas polémicas que, además, 
habrá que resolver. En definitiva, nosotros somos aplicadores del Derecho y no debemos decir que no 
podemos resolver tal o cual situación, sino brindar respuesta en cuanto a si corresponde o no. 


Creo que es una aclaración que viene al caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas veces las aclaraciones sirven -lo digo por experiencia propia- para 
que alguien pueda tipificar un delito de falsificación de documento público. Una persona puede declarar 
que tiene un auto, pero que está a nombre de otro, y alguien podrá decir que en ese caso no tendría 
que haberlo declarado y que, de esa manera, falsificó la declaración. Estos son los riesgos, que 
también mencionó el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR MONTERO.- Me voy a referir ahora al tema del soporte electrónico. 


Como mencionamos en nuestra comparecencia anterior a esta Subcomisión, la idea del 
soporte electrónico es facilitar la presentación de las declaraciones juradas. Actualmente deben 
presentarse en la oficina de la Jutep, de modo que una persona que vive en Tacuarembó o en Salto 
tiene que venir o mandar a alguien debidamente autorizado. Por lo tanto, el hecho de que la 
presentación pueda hacerse en forma electrónica facilita su envío desde cualquier parte del mundo o 
del país, sin ningún inconveniente y con total seguridad en cuanto al contenido. 


Puedo adelantar que el miércoles pasado, personal de la oficina que se ocupa de las 
declaraciones juradas se reunió con representantes de Agesic y con los técnicos del Sistema Unificado 
del Ministerio de Educación y Cultura para instrumentar la declaración jurada electrónica. Quiere decir 
que los organismos vinculados al tema están trabajando, dando garantías de que se está haciendo 
bien y con los técnicos correspondientes. En definitiva, se está avanzando y la posibilidad de realizar 
la declaración jurada en forma electrónica solo depende de que se apruebe a través de este proyecto 
de ley. 


Por otra parte -como advertirán los señores Senadores- la presentación de la declaración 
electrónica se hará de acuerdo a la voluntad del obligado; si se quiere seguir presentándola en papel, 
podrá hacerse sin ningún inconveniente. Por lo que me ha informado la gente de la Agesic -que se ha 
reunido a esos efectos- esa declaración electrónica será totalmente inviolable y tendrá una garantía 
total con firma digital. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los Embajadores, ¿cómo presentan su declaración jurada? 
SEÑOR MONTERO.- La envían por valija diplomática. 


Ahora bien, el contenido de la carátula tiene que ver con la corriente actual de apertura del 
acceso a la información pública. Si solicitamos información a cualquier organismo, nos tiene que 
contestar de acuerdo a la Ley N* 18.331, y se pensó que esta era una forma de transparentar. 


Entiendo las observaciones realizadas en la sesión anterior por parte de los señores 
Senadores respecto al peligro de que simplemente eso pueda dar lugar a suspicacias, a artículos en 
diarios, etcétera. Pensamos que sería un adelanto, pero no hay ningún inconveniente si no se agrega, 
porque no nos modifica para nada el sistema. Es un adelanto, otro paso más hacia la declaración 
jurada abierta. 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- En la reunión anterior habíamos hablado sobre el tema, pero viene bien 
reiterarlo, sobre todo porque hay algunos integrantes de la Subcomisión que no estaban presentes en 
aquella oportunidad. 


Esto se pensó no solo para expresar en la carátula los patrimonios totales, sino también como 
una suerte de garantía para el declarante, en el sentido de no tener la obligación de declarar su 
domicilio personal, que pudiere dar ocasión a un tipo de evidencia de datos reservados que es 
preferible mantenerlos. De ahí surgió la idea de la expresión “patrimonio total” y no exigir el domicilio ni 
las ubicaciones de los bienes. 


Pero también se hizo pensando en la totalidad de los obligados a declarar esta información, es 
decir, los comprendidos en los artículos 10 y 11 de la Ley N* 17.060, que son unos 12.500. Todo ese 
cúmulo de declaraciones, que quedan allí expresadas, podrían tener una visualización cómoda y, con 
los mecanismos informáticos de hoy, esta sería una forma de detectar dónde hay dificultades no solo 
en el monto global que se expresa sino en el comparativo con declaraciones anteriores de ese 
funcionario. Por ejemplo, si alguien en el período de dos años muestra un incremento de su patrimonio 
que no tiene explicación por sus ingresos, allí habría una evidencia exterior en el sobre que contiene la 
declaración jurada que permitiría a la Junta proceder de acuerdo con lo previsto en los artículos 15, 16 
y 17, sobre la investigación de las declaraciones juradas. Hasta ahora no ha habido ningún ejemplo de 
esto, pero es sabido -creo que también lo hablamos en la reunión anterior- que a instancia de parte o 
de oficio por la Junta se puede proceder a la investigación del contenido de las declaraciones juradas. 
Cada vez que hemos abordado este tema, nos vimos un poco cercados. En el exterior hay 


experiencias de hacerlo en forma aleatoria; por ejemplo, una vez al año se sortean determinadas 
declaraciones juradas y se procede de esa manera. Particularmente me parecía que es perder la 
orientación de este instituto de la investigación de la declaración jurada, que apunta a aquellos casos 
en los que se presume que puede haber dificultades. Ese sería un procedimiento anónimo pero se 
perdería la intencionalidad que está detrás del instituto. 


Repito que en los dos años y medio que han pasado desde la culminación del anteproyecto 
inicial todo esto ha cambiado mucho. Surgió, por ejemplo, todo el tema de las declaraciones 
electrónicas, que en aquel momento nos parecía que era algo inalcanzable. Hoy este mecanismo ya 
está al alcance de la Jutep. Y esto traería, ni que hablar, la comodidad para hacer la declaración desde 
el interior de la República, sin trasladarse, y con las garantías del caso de que no sean violados esos 
datos. 


Ahora bien, volvemos a lo que expresaba al comienzo el doctor Montero: esto está 
genéricamente en posesión del Legislador, que tiene que ponderar todos estos aspectos. También en 
toda esa casuística estuvimos tratando de resumir esa motivación. Ese interesado puede requerir datos 
para ver si pide o no una investigación o si realiza una denuncia de alguna irregularidad. Siempre 
pensamos quién podría hacerlo, porque hay que saber el contenido de la declaración jurada para ello, 
y la expresión en la carátula ayudaría, en cierta medida. De lo contrario quedaría reservado a personas 
íntimas de la familia, que estén en conocimiento de esa información. 


Todo esto condujo a la expresión de la carátula, pero insistimos en que la ponderación final 
debe ser realizada por el Legislador para llegar a la definición de este tema. 


SEÑOR ROSADILLA.- Tratando de seguir el razonamiento y sin dudar en ningún momento, por 
supuesto, de la intención o la pretensión que la norma propuesta contiene, creo que esto exactamente 
generaría el efecto inverso. Se supone que quien se enriquece en forma ilícita no lo va a denunciar en 
la carátula del sobre. No va a poner que tiene un ingreso de, por ejemplo, $ 200.000 por año y 
su patrimonio aumentó en $ 2:000.000 porque eso equivale a denunciarse. Es decir que quien procede 
de esa forma, va a ocultar en la carátula y en el contenido ese enriquecimiento y no se va a llegar por 
esa vía a esa información. Sin embargo, quien efectivamente tenga forma de probar que aumentó su 
patrimonio más allá de sus ingresos por razones de otra índole, puede verse envuelto en sospecha y 
tendrá que salir a explicarlo; en este caso, lo que aparece en la carátula equivale a abrir el sobre de 
hecho. Ahora, para quien va por el camino indebido, sería como ir a declarar a la comisaría con la 
capucha puesta -cosa que no va a hacer- pero quien pueda haber cambiado su estado patrimonial, por 
motivos que no tengan que ver con sus ingresos regulares, va a estar expuesto a la suspicacia. En 
este sentido, reitero que soy partidario de que las declaraciones sean abiertas, con todos sus 
contenidos y que se indique si hay errores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, tengo un temor más de fondo sobre este tema, que es el de 
que nosotros sigamos alimentando la creencia de que aquel que aumenta su patrimonio lo hace en 
forma ilícita. Esa creencia está extendida en buena parte de la sociedad y me parece que nosotros 
deberíamos tratar de luchar contra eso. La norma establece: “Esta última información estará disponible 
a requerimiento escrito de cualquier interesado en el caso de las autoridades referidas en el artículo 10 
y literal “A' del artículo 11, así como en el de los Directores de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de la República” y me parece que 
puede dar lugar a este tipo de cosas. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- Con respecto al tema de la declaración jurada, quiero aclarar que nunca 
se hizo una investigación jurada ni de oficio ni a instancia de parte. Tan así es que se entendió que era 
insuficiente el marco normativo -dado el principio de especialidad que rige todo el sistema de Derecho 
Público- para que nosotros procediéramos a ese paso y fue a instancia de parte o de oficio. Después, 
se hicieron las consultas académicas del caso, se tomó todo el marco normativo existente y se llegó a 
la conclusión de que esa posibilidad está absolutamente vigente y es posible la investigación, de 
llevarla adelante. Ahora bien, hasta ahora no se ha hecho, no hay experiencia de haber hecho una y 
tampoco hay interés en hacerlo porque, justamente, está todo este problema adicional del manejo del 


tema donde todos estamos siendo observados. Tampoco vamos a salir a dar una expresión universal 
de hacer esto o aquello porque implicaría que tuviéramos una larga cola hasta la Plaza Independencia 
de pedidos de investigación de una declaración jurada determinada. Este tampoco es el propósito, sino 
generar la credibilidad en el sistema y, justamente, en los mecanismos de garantía del mismo. 
Entonces, esta posibilidad queda descartada. Naturalmente que el interesado siempre puede pedirla en 
cualquier momento y darle publicidad, pero no puede hacerlo la Jutep, ni siquiera, por unanimidad. 
Esto se establece expresamente en la ley cuando dice: “Solo procederá a la apertura de la declaración 
jurada:” y, después, expresa en qué casos: cuando lo pide la Justicia Penal, el interesado o una 
Comisión Investigadora del Parlamento. Quiere decir que cuando lo hace internamente, no lo puede 
dar a publicidad, sino que se lo comunica a un Juez por los mecanismos previstos en los artículos 15 y 
17 de la Ley, sobre los que nunca hubo un caso. Aclaramos esto porque, justamente, la idea es ir de 
forma paulatina, de manera que no se lesione la credibilidad no solo en el sistema sino, naturalmente, 
en la ética funcional. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay que tener cuidado cuando se sigue la corriente, sea de la OEA o de la ONU - 
con la que he discrepado en varias oportunidades- porque se corre peligro de electrocutarse o de 
ahogarse. Entonces, vamos a seguir la corriente que hemos practicado desde siempre en el país, 
tratando de dar a la ciudadanía las mayores garantías. Ahora parece que está de moda que la OEA 
haga esas propuestas, pero me pregunto cuánto han demorado esos países en llegar al nivel de 
civismo que tenemos nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la consideración del proyecto de ley, tenemos pendiente el 
tema de los Alcaldes. 


SEÑOR MONTERO.- Fíjense que este tema está colocado acá porque hay una modificación en la ley 
según la cual el Presidente y el Vicepresidente tienen que presentar su declaración jurada al comienzo 
del Período, pero no se preveía qué sucedía si a la mitad cesaba el Presidente, ya sea por su 
fallecimiento o por alguna otra causa. Es por esa razón que se agregó “al asumir el cargo”, es decir que 
la norma diría: “La JUTEP recibirá las declaraciones juradas correspondientes al Presidente y 
Vicepresidente de la República al comienzo de cada período de gobierno o al asumir el cargo”, ya sea 
en la mitad del Período o faltando un año o cinco meses. 


En cuanto a los Alcaldes, se puso en este lugar porque es una situación parecida, ya que el 
Intendente puede cesar a mitad del Período y, entonces, el que asume deberá presentar la declaración 
al asumir el cargo. Ese es el motivo de ubicar esa norma allí pero, si se quiere cambiar de lugar, creo 
que no hay inconveniente. 


Luego restaba mencionar lo relativo a la Justicia Penal, que ya fue explicado por el doctor 
Soares de Lima. Corresponde a la Justicia Penal porque se trata de los delitos cometidos por 
funcionarios contra Hacienda o la organización pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador quiere hacer uso de la palabra, agradecemos 
efusivamente la comparecencia de los señores integrantes de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública. Sin duda, los datos que nos han brindado nos van a ser muy útiles para legislar, como el sano 
criterio establece. 


SEÑOR MONTERO.- Los agradecidos somos nosotros por habernos llamado y permitirnos aclarar 
estas dudas, en la convicción de que actuamos lo mejor que podemos dentro de nuestro saber y 
entender. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 34 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


